SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°10
                                                     RADICACIÓN:    6600122040002016-0003400


ACCIONANTE: JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
NIEGA POR HECHO SUPERADO

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Situación vulneradora fue superada
“(…) es necesario indicar que en el presente caso esta Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse emitido respuesta por parte de la entidad accionada (…) a la petición (…) elevada en enero 21 de 2016, ya no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación.” 

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-043 de 2009 y T-727 de 2010. 
                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticinco (25) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No. 153
                                                   Hora: 3:50 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA contra la Procuraduría General de la Nación, al considerar vulnerado el derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

El señor ARIAS IDÁRRAGA pide se ampare el derecho fundamental de petición que estima vulnerado por parte del Procurador General de la Nación al no darse respuesta al escrito entregado en enero 21 de 2016 donde pide: (i) se le envíe copia de todas las peticiones y respuestas que en cualquier época presentara ante la Procuraduría; (ii) se le asignen agentes del Ministerio Público en las acciones populares que se adelantan en Manizales, Medellín y Pereira; (iii) se investigue al juez 1º Civil del Circuito de Pereira por no dar impulso a sus acciones populares; (iv) se le diga porque no le han designado procuradores en los casos que se llevan en Manizales, Medellín y Pereira; (v) se le aporte toda la información que posea sobre las solicitudes elevadas para que se le establezca un esquema de seguridad; (vi) se oficie al Comandante de la Policía de Caldas para que responda por las medidas de protección con el fin de garantizarle su integridad personal; (vii) se remita petición a diversas entidades bancarias -las cuales relaciona- respecto a si tienen intérprete para atender a ciudadanos sordos, así como la forma de ingreso a dichas sedes, si un ciudadano en silla de ruedas puede entrar autónomamente y si tienen baños públicos para dichas personas, para lo cual se deberá allegar copia de la contratación y registro fotográfico de la accesibilidad; (viii) se requiera a los delegados en acciones populares en Pereira y Manizales para que prueben si exhortaron a los entes territoriales vencidos para que pagaran el incentivo económico y además se le dé un listado de las acciones populares donde se haya verificado el cumplimiento de las sentencias, y (ix) se le informe si solicitara de manera preventiva al Comandante de Policía de Caldas le brinde escolta permanente, hasta que la UNP realice el estudio de riesgo.

3.- CONTRADICTORIO
Esta corporación corrió traslado de la acción constitucional al señor Procurador General de la Nación y vinculó de oficio a las Procuradurías Regionales de Manizales, Medellín y Pereira, quienes al respecto informaron lo siguiente:

- La Procuradora Provincial de Manizales advierte que el modelo de tutela utilizado por el actor no permite establecer unos hechos concretos para determinar en qué consiste la vulneración planteada, además de no contener una dirección de notificación, ni haber surtido trámite por esa Procuraduría.  Pide en consecuencia se deniegue el derecho reclamado.
- La Procuraduría Regional de Risaralda, por medio de un profesional universitario, expresa que la Ley 1425/10 derogó el incentivo económico contenido en los artículos 39 y 40 de la Ley 472/98, por lo que la petición del actor carece de todo fundamento, y frente a las acciones populares por él interpuestas, a esa Procuraduría se le han comunicado los autos dictados por los despachos judiciales y se han designado los diferentes profesionales de las Procuradurías Regional y Provincial para acatar lo reglado en el artículo 21 de la Ley 472/98 que desarrolla el canon 88 Constitucional. Hace referencia que la intervención de la Procuraduría es la de procurar la protección de los derechos e intereses colectivos. Pide se desvincule dicha Procuraduría la referida tutela.

- El Procurador Regional de Caldas refiere que el derecho de petición aludido no ha sido recibido por dicha entidad, pero indica que el actor es recurrente en esa clase de pedimentos y para el caso se ha requerido al comandante de la Policía de Caldas respecto a las solicitudes para salvaguardar la seguridad del ciudadano e inclusive la Defensoría del Pueblo Regional presentó tutela en favor del mismo y que fue adversa a sus pretensiones; alude que conforme a la jurisprudencia del Consejo de Estado la derogatoria del incentivo económico en acciones populares se presenta incluso en aquellos casos promovidos con antelación a la expedición de la Ley 1425/10. Finalmente explica que la Personería Municipal de Manizales ha actuado en múltiples acciones populares promovidas por el señor JAVIER ELÍAS ARIAS. Pide en consecuencia se deniegue la tutela al no existir vulneración alguna de los derechos del actor.
- La Procuradora Regional de Antioquia,  informa que dicha procuraduría asignó a una Profesional Universitaria para que intervenga ante los jueces civiles de esa ciudad y el área metropolitana como Agente del Ministerio Público en las tutelas y en especial las acciones populares y de grupo regladas en la Ley 472/98, y para el efecto los jueces han comunicado y notificado las admisiones de éstas a la Procuraduría Regional y se ha intervenido no solo en aquellas presentadas por el actor, sino por cualesquier otro ciudadano.

- El Procurador Judicial II en Asuntos Civiles, Dr. RONALD FRANCISCO VALENCIA CORREDOR, informa que la petición allegada por el señor JAVIER ELÍAS ARIAS le fue asignada por competencia y al mismo se le dio respuesta mediante oficio PDAC 0265 de febrero 3 de 2016, donde se respondió todas y cada una de las solicitudes elevadas e incluso la misma se tramitó con antelación al vencimiento del término para ello. Pide en consecuencia no se conceda la acción de amparo reclamada.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar la entidad involucrada, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra su derecho fundamental de petición, como quiera que por parte de la entidad demandada -esto es, la Procuraduría General de la Nación- no se ha dado respuesta de fondo a la solicitud que radicó en enero 21 de 2016, pese a que el término de ley para ello venció el día anterior a la interposición de la acción de tutela -11 de febrero- y por ende se encuentra superado.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una contestación dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:
“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las solicitudes, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se vislumbra que en le asistía razón al ciudadano ARIAS IDÁRRAGA al instaurar la tutela, porque en efecto, muy a pesar de haber elevado petición ante la Procuraduría General de la Nación en enero 21 de 2016, a la fecha de interposición de la misma -febrero 12- no se le había dado respuesta alguna no obstante que el día anterior había vencido el término que la entidad tenía para informarle acerca de lo pedido. Y ello tiene sentido por cuanto si bien el Procurador Judicial II en Asuntos Civiles, Dr. RONALD FRANCISCO VALENCIA CORREDOR durante el traslado de la presente acción informó que por parte de esa entidad se le dio respuesta clara, concreta y de fondo a las solicitudes elevadas por el actor mediante oficio PDAC 0265 de febrero 3 de 2016, radicado al IUS 19643-2016
, se avizora de la misma documentación arrimada, que la comunicación al peticionario solo se le envió al correo electrónico dinosaurio013@hotmail.com en febrero 19 de 2016, a las 10:09 a.m., tal cual se aprecia en la constancia de envío y confirmación de entrega
, cuando en efecto el término para ser enterado de ésta ya había fenecido.
No puede negarse entonces la razón que le asistió al actor al instaurar la tutela, porque al momento de presentar la demanda no había recibido contestación a su solicitud, pese a encontrarse superados ampliamente los 15 días con los cuales contaba la Procuraduría para proferir un pronunciamiento de fondo sobre su petición, pero como se indica con antelación, durante el trámite de esta acción se procedió a notificarle por medio electrónico al señor ARIAS IDÁRRAGA la respuesta a los múltiples cuestionamientos que elevó al órgano de control y donde se le clarifican todos y cada uno de los interrogantes allí planteados.

A consecuencia de lo anterior, es necesario indicar que en el presente caso esta Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse emitido respuesta por parte de la entidad accionada -como se desprende de las constancias de envío y entrega del correo electrónico- a la petición por él elevada en enero 21 de 2016, ya no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación. 

Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10:

 “1. Concepto de hecho superado. Reiteración de jurisprudencia.

La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.
En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]” -negrillas fuera de texto-

En conclusión, como quiera que por parte de la Procuraduría General de la Nación se cumplió lo atinente a la petición elevada por el tutelante, se negará el amparo constitucional impetrado. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA, por tratarse de un hecho superado.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� En sentencia T-178/00 la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición.”


� sentencia T-615/98 (la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado).”


� Ver folio 102 Vto. y ss. del Cdno. Principal


� Ver folios107 y 108 del Cdno. Principal
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